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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]LEY 1955 DE 2019 – Artículo 229 – Finalidad

Así, en el mercado de la compra pública se crean incentivos para fomentar el desarrollo de determinado tipo de proveedores, como ocurre con los incentivos a las Mipymes, a los emprendimientos y empresas de mujeres, entre otros. En esa orientación, el artículo 229 de la Ley 1955 de 2019, “Por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022”, dispuso que las entidades públicas descentralizadas del orden nacional y las entidades territoriales cada vez que requieran productos agropecuarios para atender la demanda en sus programas institucionales, deben asignar puntajes adicionales y estrategias de ponderación que mejoren las calificaciones de los proponentes cuando presenten contratos de proveeduría celebrados con productores nacionales.

LEY 2046 DE 2020 – Finalidad – Ámbito de aplicación - Compra pública de alimentos 

En cuanto al campo de aplicación, el artículo 3 ibidem prescribe lo siguiente: “Las disposiciones que aquí se establecen, serán obligatorias para las entidades públicas del nivel nacional, departamental, distrital, municipal, sociedades de economía mixta, y entidades privadas que manejen recursos públicos y operen en el territorio nacional, que demanden de forma directa o a través de interpuesta persona, alimentos para el abastecimiento y para suministro de productos de origen agropecuario, cumpliendo con los requisitos sanitarios que establezca la normatividad vigente”. Por lo demás, también dispone en su inciso segundo que “Las disposiciones contempladas en la presente ley también aplicarán para entidades privadas que suscriban contratos con el Estado y que, en desarrollo de las labores o actividades desplegadas en el marco de aquellos, demanden de forma directa o a través de interpuesta persona alimentos para abastecimiento o para suministro de productos de origen agropecuario”.
 
En efecto, este ámbito de aplicación no se limita a las entidades sujetas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, sino que se extiende a otro tipo de Entidades Públicas de los distintos órdenes, las sociedades de economía mixta, entidades privadas que administren recursos públicos, así como los demás sujetos mencionados en la norma. Esta redacción evidencia la intención del legislador de otorgar un alcance general y comprensivo a las obligaciones allí contenidas, evitando limitar su aplicación a una categoría específica de entidades.

LEY 2046 DE 2020 – Artículo 7 – Incentivos contractuales – Puntajes adicionales – Promoción de la compra pública de alimentos

Este artículo establece un marco normativo para garantizar la participación de pequeños productores agropecuarios y de la Agricultura Campesina, Familiar y Comunitaria en los procesos de contratación pública de alimentos. En primer lugar, fija un porcentaje mínimo obligatorio del 30% de compra local con cargo al presupuesto destinado a la adquisición de alimentos. Si la oferta local no alcanza ese porcentaje, la entidad debe informar a la Mesa Técnica Nacional de Compras Públicas, la cual certificará la insuficiencia y gestionará un listado de productores no locales para suplir el faltante, asegurando así la continuidad del abastecimiento y el cumplimiento del mandato legal.
En segundo lugar, el artículo incorpora un criterio de evaluación obligatorio en los pliegos de condiciones, cuyo factor de selección no solo sea el precio, consistente en la asignación de un puntaje mínimo equivalente al diez por ciento (10%) de la calificación total de las propuestas. Dicho puntaje no se concede de manera automática ni uniforme a todos los oferentes, sino que se distribuye de forma proporcional en función del nivel de compromiso que cada proponente asuma respecto de la adquisición de productos provenientes de pequeños productores agropecuarios locales y/o de la Agricultura Campesina, Familiar y Comunitaria. De esta manera, el sistema de evaluación se convierte en un mecanismo de incentivo que premia gradualmente a quienes superan el umbral mínimo exigido por la entidad contratante, garantizando que el reconocimiento en la calificación refleje el esfuerzo real de inclusión de pequeños productores.
[…]
Finalmente, el artículo dispone obligaciones complementarias: los contratistas deben participar en espacios de articulación y ruedas de negocios organizados por la Mesa Técnica Nacional, y las entidades públicas deben definir la zona geográfica de compra local en sus estudios previos, considerando criterios como conectividad vial, vocación del suelo, disponibilidad de alimentos y presencia de pequeños productores. Con ello, se busca consolidar circuitos cortos de comercialización, fortalecer la economía campesina y garantizar que la contratación pública se convierta en un instrumento de desarrollo territorial sostenible.

Ley 2046 de 2020 – Asignación Proporcional – Criterio 

En este contexto, la proporcionalidad aplica bajo tres reglas fundamentales: i) la entidad contratante debe fijar en sus pliegos un porcentaje mínimo de participación de pequeños productores en la provisión de alimentos, el cual constituye el umbral obligatorio que todos los oferentes deben cumplir; ii) únicamente aquellos proponentes que se comprometan a superar dicho mínimo obtendrán puntos adicionales dentro de la evaluación de la oferta, lo que asegura que el beneficio se otorgue a quienes demuestran un compromiso superior al estándar; y iii) el puntaje equivalente al 10% del total asignable se reparte de manera proporcional, de modo que a mayor porcentaje de productos adquiridos a pequeños productores, mayor será la cantidad de puntos obtenidos, hasta alcanzar el máximo previsto. Este diseño normativo garantiza transparencia, equidad y eficacia en la evaluación, al tiempo que fortalece la política pública de compras locales como instrumento de desarrollo económico y social. Para entender un poco más sobre este porcentaje y la forma de acreditación es necesario acudir a su decreto reglamentario, que se explica más adelante. 

DECRETO 248 DE 2021 – Decreto 1071 de 2015 – Reglamento – Incentivos contractuales – Contrato de promesa de proveeduría – naturaleza dual – requisito habilitante – factor de evaluación 
A partir de la interpretación del Decreto 248 de 2021, que modifica el Decreto 1071 de 2015, se deriva que el contrato de promesa de proveeduría tiene una naturaleza dual, pues no solo es un requisito habilitante en los procesos para la adquisición, suministro y entrega de alimentos, sino que también es documento necesario para acreditar uno de los puntajes adicionales previstos en el reglamento citado. Por un lado, de acuerdo con el artículo 2.20.1.1.4, la suscripción de este contrato debe solicitarse a los proponentes en el pliego de condiciones, por lo que resulta una exigencia obligatoria del procedimiento de contratación. Incluso, una vez adjudicado, “[…] la entidad contratante deberá verificar como requisito de ejecución que el contratista haya celebrado el contrato de proveeduría con los pequeños productores y/o productores de la Agricultura Campesina, Familiar o Comunitaria locales y sus organizaciones”. Esto es congruente con el artículo 7 de la Ley 2046 de 2021 y el artículo 2.20.1.1.3. del Decreto 1071 de 2015, en la medida que un porcentaje mínimo del treinta por ciento (30%) del valor total de los recursos del presupuesto de cada entidad deben destinarse a la compra de alimentos a los sujetos mencionados.

LEY 2046 DE 2020 – Incumplimiento – Reglas – Artículo 7 – Pliego de Condiciones – Nulidad Simple 

Frente al medio de control para enjuiciar la legalidad del pliego de condiciones, esta sentencia reitera que también es procedente el medio de control de simple nulidad, lo que lo diferencia de los actos administrativos de adjudicación o de declaración de desierta, frente a los cuales la Sección Tercera ha establecido que solo procede el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho. Particularmente, en auto del 3 de septiembre de 2025, la subsección B de la Sección Tercera, aclaró que el criterio jurisprudencial mayoritario de la Corporación “ha establecido que los pliegos de condiciones son pasibles de control jurisdiccional a través del medio de control de nulidad simple”. En esa misma línea, ha recalcado que los pliegos de condiciones no constituyen simples decisiones de impulso de la actividad precontractual, habida cuenta de que contienen determinaciones sustanciales y de alcance general en relación con el procedimiento de selección. Si bien no ponen fin al procedimiento precontractual, se considera que hacen parte de la etapa precontractual, revistiendo efectos definitivos al fijar las reglas de participación y las condiciones del futuro contrato. En este escenario, si aún no se ha adjudicado el contrato, la acción procedente sería la demanda de nulidad simple contra el pliego, por desconocimiento de la Ley 2046 de 2020 y el Decreto 248 de 2021 que adiciona el Decreto 1071 de 2015. 

LEY 2046 DE 2020 – Incumplimiento – Reglas – Acto de Adjudicación

Si el proceso ya ha culminado con el respectivo acto de adjudicación, la omisión de la proporcionalidad en la asignación de puntajes puede configurar una causal de nulidad del acto de adjudicación, al tratarse de un acto administrativo que decide la selección del contratista con base en criterios que son contrarios al ordenamiento jurídico. En este caso, aplica en principio la nulidad y restablecimiento del derecho contemplada en el artículo 138 de la Ley 1437 de 2011 permitiría cuestionar la legalidad del acto de adjudicación, alegando la violación de normas superiores que regulan la contratación estatal y la afectación del principio de selección objetiva.

LEY 2046 DE 2020 – Nulidad del contrato

Finalmente, si el contrato ya se encuentra perfeccionado, la irregularidad en la metodología de evaluación puede dar lugar a la nulidad absoluta del contrato, en aplicación de lo previsto en una de las casuales previstas en artículo 44 de la Ley 80 de 1993, y en las demás causales dispuestas en normas civiles y comerciales. En este escenario, debe acudirse al medio de control de controversias contractuales, siendo el mecanismo idóneo para restablecer la legalidad, pues la omisión de la proporcionalidad en la asignación de puntajes no solo afecta la validez del procedimiento de selección, sino que también compromete la validez del contrato mismo, al haberse celebrado con desconocimiento de la regla obligatoria contemplada en el artículo 7 de la Ley 2046 de 2020 y en el Decreto 248 de 2021 que adiciona el Decreto 1071 de 2015. 
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Radicación:               
	
Respuesta a consulta con radicado 1_2026_08_12_010705 y 1_2026_08_13_010727 (acumulados)


	


Estimada Señora Higuera: 

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente –, en ejercicio de las competencias otorgadas por los Decretos 4170 de 2011 y 1822 de 2019 y de conformidad con las modalidades del derecho de petición contempladas en la Ley 1755 de 2015, así como lo establecido en la Resolución N° 469 del 2025 expedida por esta Agencia, responde la solicitud de consulta del 12 de agosto de 2026, en la cual manifiesta: 

“1. ¿Cuál es la interpretación correcta de la expresión “asignados proporcionalmente” contenida en el artículo 7 de la Ley 2046 de 2020 y del esquema de puntaje adicional previsto en el artículo 2.20.1.2.3 del Decreto 1071 de 2015? En particular, ¿implica dicho mandato que el puntaje máximo debe reservarse exclusivamente para el proponente que ofrezca el mayor porcentaje de vinculación de pequeños productores, asignando a los demás proponentes un puntaje decreciente calculado en función matemática (v. gr. regla de tres) respecto de dicho máximo?
2. ¿Resulta ajustado a derecho que una entidad estatal, en sus pliegos de condiciones, asigne el mismo puntaje máximo a todos los proponentes que superen o igualen el porcentaje mínimo exigido de vinculación de pequeños productores, sin diferenciar entre ellos en función del porcentaje efectivamente ofrecido por cada uno?
3. En caso de que la respuesta al interrogante anterior sea negativa, ¿cuál es la fórmula o metodología que, en criterio de Colombia Compra Eficiente, debe aplicarse para dar cumplimiento al mandato de proporcionalidad? ¿Existe algún lineamiento, manual, guía o documento tipo expedido por la Agencia que desarrolle en detalle esta fórmula?
4. ¿Qué consecuencias jurídicas podría acarrear, en el marco del proceso de selección, la estructuración de una fórmula de puntaje que no observe el principio de proporcionalidad exigido por la Ley 2046 de 2020 y el Decreto 1071 de 2015 (por ejemplo, en materia de observaciones al proyecto de pliego, recursos, o eventuales nulidades del acto de adjudicación)?

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales, ni a determinar grados de responsabilidad por las actuaciones de los diferentes participes del sistema de compra pública.
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 

I. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de sus solicitudes, la Agencia procede a resolver los siguientes problemas jurídicos: i) ¿Cómo debe entenderse la proporcionalidad en la asignación de puntajes dentro de los procesos de selección pública para la promoción de compra y distribución de alimentos a pequeños productores contemplado en el artículo 7 de la Ley 2046 de 2020?; ii) ¿Qué efectos tiene el incumplimiento la adopción de metodologías de evaluación que desconozcan el mandato legal de proporcionalidad de puntaje regulado en el artículo 7 de la Ley 2046 de 2020?

II. Respuesta:

	En relación con los problemas jurídicos, objeto de consulta, se precisa lo siguiente:

i. Para resolver el primer problema jurídico de su consulta, se detalla que el artículo 7 de la Ley 2046 de 2020 establece un marco normativo para garantizar la participación de pequeños productores agropecuarios y de la Agricultura Campesina, Familiar y Comunitaria en la contratación pública de alimentos. En primer lugar, fija un porcentaje mínimo obligatorio del 30% de compra local con cargo al presupuesto destinado a la adquisición de alimentos. En caso de que la oferta local no alcance dicho porcentaje, la entidad contratante debe informar a la Mesa Técnica Nacional de Compras Públicas, la cual certificará la insuficiencia y gestionará un listado de productores no locales para suplir el faltante, asegurando la continuidad del abastecimiento y el cumplimiento del mandato legal.
En segundo lugar, la norma incorpora un criterio de evaluación obligatorio en los pliegos de condiciones, aplicable únicamente en aquellas modalidades de selección en las que el factor de escogencia no se limite exclusivamente al precio. Este criterio consiste en la asignación de un puntaje mínimo equivalente al diez por ciento (10%) de la calificación total de las propuestas, distribuido proporcionalmente según el nivel de compromiso que cada oferente asuma respecto de la adquisición de productos provenientes de pequeños productores locales. De esta manera, el sistema de evaluación se convierte en un mecanismo de incentivo que premia gradualmente a quienes superan el umbral mínimo exigido, garantizando que el reconocimiento refleje un esfuerzo real de inclusión.
La proporcionalidad en la asignación del puntaje opera bajo tres reglas: i) la entidad contratante debe fijar en sus pliegos un porcentaje mínimo de participación de pequeños productores, que constituye el umbral obligatorio; ii) únicamente los proponentes que superen dicho mínimo obtendrán puntos adicionales dentro de la evaluación de la oferta; y iii) el puntaje equivalente al 10% se reparte proporcionalmente, de modo que a mayor porcentaje de productos adquiridos a pequeños productores, mayor será la cantidad de puntos obtenidos, hasta alcanzar el máximo previsto. Este diseño normativo asegura transparencia, equidad y eficacia en la evaluación, fortaleciendo la política pública de compras locales como instrumento de desarrollo económico y social.
Finalmente, artículo 2.20.1.2.3 del Decreto 1071 de 2015 adicionado por parte del Decreto 248 de 2021, dispone que el puntaje mínimo del 10% del total de los puntos que debe asignarse a los oferentes que presenten promesas de contrato de proveeduría comprometiéndose con la entidad a adquirir productos provenientes de pequeños productores locales o productores locales de la Agricultura Campesina, Familiar o Comunitaria y/o sus organizaciones, en una proporción mayor al mínimo exigido por la entidad. Esto significa que no podrán beneficiarse del puntaje adicional quienes presenten contratos de proveeduría por debajo del mínimo previsto en el pliego de condiciones, de manera que únicamente se asignará a quienes superen la proporción exigida en los documentos del proceso.

ii. En torno al segundo problema jurídico de su consulta, se precisa que, en los procesos de contratación relacionados con la compra y distribución de alimentos para la promoción de pequeños productores, el pliego de condiciones debe incorporar de manera expresa las reglas previstas en el artículo 7 de la Ley 2046 de 2020 y en el Decreto 248 de 2021, que adiciona el Decreto 1071 de 2015. No obstante, es importante precisar que el puntaje derivado de la promesa de proveeduría únicamente resulta aplicable en modalidades de selección competitivas en las que el factor de escogencia no se limite exclusivamente al precio. En procedimientos como la mínima cuantía o la selección abreviada mediante subasta inversa, el criterio de evaluación es estrictamente económico, pues la norma establece que el único factor determinante es el menor precio ofertado. Así lo ha señalado el Concepto C-391 de 2026, al indicar que en la mínima cuantía la promesa de proveeduría opera únicamente como requisito habilitante, sin que pueda ser utilizada como criterio de evaluación.
Ahora bien, en aquellos procesos en los que sí resulta exigible la aplicación de los porcentajes mínimos de evaluación previstos en la Ley 2046 de 2020 y en el Decreto 1071 de 2015 —adicionado por el Decreto 248 de 2021—, la omisión de tales parámetros en los pliegos de condiciones configura un desconocimiento directo de la normativa aplicable. Esta irregularidad debe ser advertida oportunamente por los terceros interesados, ya sea en la etapa de proyecto de pliego de condiciones, mediante observaciones formales, o en la fase de publicación definitiva, a través de observaciones que den lugar a la expedición de adendas. La inobservancia de estas reglas implica un incumplimiento de las metodologías de evaluación regulados por el Ley 2046 de 2020, lo cual vulnera el mandato de proporcionalidad y afecta de manera sustancial la validez del procedimiento de selección, generando un riesgo de nulidad por contravención de normas imperativas de derecho público.
En este contexto, el control judicial de los pliegos de condiciones, como lo expresó Colombia Compra Eficiente en el Concepto C-719 del 11 de junio de 2026 expresa que el Consejo de Estado ha reiterado que procede el medio de control de nulidad simple, diferenciándose de los actos de adjudicación o de declaración de desierta, frente a los cuales se aplica la nulidad y restablecimiento del derecho. En auto del 3 de septiembre de 2025, la subsección B de la Sección Tercera del Consejo de Estado aclaró que los pliegos de condiciones son pasibles de control jurisdiccional mediante la acción de nulidad simple, en tanto constituyen actos administrativos generales que fijan reglas sustanciales de participación y condiciones del futuro contrato. En consecuencia, si aún no se ha adjudicado el contrato, la acción procedente sería la demanda por el medio de control de nulidad simple contra el pliego, por desconocimiento de la Ley 2046 de 2020 y del Decreto 248 de 2021 que adiciona el Decreto 1071 de 2015. 
Si el proceso ya ha culminado con el respectivo acto de adjudicación, la omisión de la proporcionalidad en la asignación de puntajes puede configurar una causal de nulidad del acto de adjudicación, al tratarse de un acto administrativo que decide la selección del contratista con base en criterios que son contrarios al ordenamiento jurídico. En este caso, aplica en principio la nulidad y restablecimiento del derecho contemplada en el artículo 138 de la Ley 1437 de 2011 permitiría cuestionar la legalidad del acto de adjudicación, alegando la violación de normas superiores que regulan la contratación estatal y la afectación del principio de selección objetiva.
Finalmente, si el contrato ya se encuentra perfeccionado, la irregularidad en la metodología de evaluación puede dar lugar a la nulidad absoluta del contrato, en aplicación de lo previsto en una de las casuales previstas en artículo 44 de la Ley 80 de 1993, y en las demás causales dispuestas en normas civiles y comerciales. En este escenario, debe acudirse al medio de control de controversias contractuales, siendo el mecanismo idóneo para restablecer la legalidad, pues la omisión de la proporcionalidad en la asignación de puntajes no solo afecta la validez del procedimiento de selección, sino que también compromete la validez del contrato mismo, al haberse celebrado con desconocimiento de la regla obligatoria contemplada en el artículo 7 de la Ley 2046 de 2020 y en el Decreto 248 de 2021 que adiciona el Decreto 1071 de 2015. 


[bookmark: _Hlk78820161][bookmark: _Hlk37703813]
III. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

i. La contratación pública o sistema de compra pública se concibe como un mercado compuesto por la oferta de particulares, preferentemente, y la demanda de las Entidades Públicas de bienes y servicios. Particularmente, la compra pública de alimentos, a la cual se refiere en su consulta, además de lo dispuesto en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública – en adelante EGCAP-, está regulada en la Ley 1955 de 2019, la Ley 2046 de 2020 y el Decreto 248 de 2021, que modifica el Decreto 1071 de 2015. En ese sentido, resulta importante referirse al contexto y finalidad de los incentivos y estímulos regulados el artículo 229 de la Ley 1955 de 2019 y en la Ley 2046 de 2020. 
Así, en el mercado de la compra pública se crean incentivos para fomentar el desarrollo de determinado tipo de proveedores, como ocurre con los incentivos a las Mipymes, a los emprendimientos y empresas de mujeres, entre otros. En esa orientación, el artículo 229 de la Ley 1955 de 2019, “Por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022”, dispuso que las entidades públicas descentralizadas del orden nacional y las entidades territoriales cada vez que requieran productos agropecuarios para atender la demanda en sus programas institucionales, deben asignar puntajes adicionales y estrategias de ponderación que mejoren las calificaciones de los proponentes cuando presenten contratos de proveeduría celebrados con productores nacionales. En lo pertinente, la norma dispone que: 

Las entidades públicas descentralizadas del orden nacional y las entidades territoriales cada vez que requieran productos de origen agropecuario para atender la demanda de los programas institucionales de servicios de alimentación deberán establecer en sus pliegos de condiciones puntajes adicionales y estrategias de ponderación que mejoren las calificaciones de los proponentes cuando presenten contratos de proveeduría suscritos con productores nacionales. El Gobierno nacional en un plazo máximo de no más de tres (3) meses establecerá el esquema de puntajes adicionales, previo análisis de la Agencia de Contratación Colombia Compra Eficiente.

Sin perjuicio de lo anterior, las entidades públicas contratantes deberán adquirir hasta el cuarenta por ciento (40%) de alimentos procesados o sin procesar, en donde los insumos y los productos hayan sido adquiridos de productores agropecuarios locales.

Adicionalmente, podrá establecerse un diez por ciento (10%) de puntaje adicional, a los proveedores que realicen el suministro que se pretenda contratar vinculando pequeños productores.
[…] 

Posteriormente, también se expidió la Ley 2046 del 6 de agosto de 2020, “Por la cual se establecen mecanismos para promover la participación de pequeños productores locales agropecuarios y de la agricultura campesina, familiar y comunitaria en los mercados de compras públicas de alimentos”. De acuerdo con el artículo 14, “La presente Ley rige a partir de la fecha de publicación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias”, lo que significa que es obligatoria para sus destinatarios desde esa fecha. Esto, sin perjuicio de la posibilidad de que el Gobierno Nacional, en ejercicio de la potestad prevista en el artículo 189.11 de la Constitución Política, expida el decreto correspondiente que permita la cumplida ejecución de esta ley.
La exposición de motivos de la citada Ley explicó, entre otras cosas, lo siguiente: “[…] los parámetros del Estatuto de Contratación, no incluyen, como regla general, la posibilidad de participación de las organizaciones campesinas, indígenas, afros y raizales productoras de alimentos, pues las exigencias técnicas, logísticas y financieras para poder responder a las condiciones contractuales y operativas definidas por las entidades públicas, solo pueden ser satisfechas por empresas intermediarias que llevan bastante tiempo n el mercado”. 
Por lo demás, también agrega que “[…] el Juez constitucional ha brindado algunas soluciones de carácter jurisprudencial, que pregonan la evidente necesidad de incluir en los pliegos de condiciones de los distintos procesos de selección, las medidas o acciones afirmativas, que son mandatos con carácter imperativo, tendientes a reequilibrar a aquellas personas, poblaciones o grupos discriminados, que por razones políticas, económicas, culturales o sociales no han tenido las mismas oportunidades que otros sectores de la población”. De este modo, la Ley 2046 de 2020 pretende la creación de incentivos que beneficien a la agricultura en el territorio nacional. 
 En este contexto, de acuerdo con el artículo 1, el objeto de la ley “[…] consiste en establecer condiciones e instrumentos de abastecimiento alimentario para que todos los programas públicos de suministro y distribución de alimentos promuevan la participación de pequeños productores locales y productores locales agropecuarios cuyos sistemas productivos pertenezcan a la Agricultura Campesina, Familiar y Comunitaria, o de sus organizaciones legalmente constituidas”.
En cuanto al campo de aplicación, el artículo 3 ibidem prescribe lo siguiente: “Las disposiciones que aquí se establecen, serán obligatorias para las entidades públicas del nivel nacional, departamental, distrital, municipal, sociedades de economía mixta, y entidades privadas que manejen recursos públicos y operen en el territorio nacional, que demanden de forma directa o a través de interpuesta persona, alimentos para el abastecimiento y para suministro de productos de origen agropecuario, cumpliendo con los requisitos sanitarios que establezca la normatividad vigente”. Por lo demás, también dispone en su inciso segundo que “Las disposiciones contempladas en la presente ley también aplicarán para entidades privadas que suscriban contratos con el Estado y que, en desarrollo de las labores o actividades desplegadas en el marco de aquellos, demanden de forma directa o a través de interpuesta persona alimentos para abastecimiento o para suministro de productos de origen agropecuario”. 
En efecto, este ámbito de aplicación no se limita a las entidades sujetas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, sino que se extiende a otro tipo de Entidades Públicas de los distintos órdenes, las sociedades de economía mixta, entidades privadas que administren recursos públicos, así como los demás sujetos mencionados en la norma. Esta redacción evidencia la intención del legislador de otorgar un alcance general y comprensivo a las obligaciones allí contenidas, evitando limitar su aplicación a una categoría específica de entidades.
Teniendo en cuenta lo expuesto sobre el ámbito de aplicación, es pertinente señalar que el artículo 4 de la Ley 2046 de 2020 define algunos términos y establece unas siglas para el entendimiento e interpretación de las reglas contenidas en la Ley 2046 de 2020. El artículo 5 crea la Mesa Técnica Nacional de Compras Públicas Locales de Alimentos, y el artículo 6 obliga al Gobierno Nacional a diseñar e implementar planes, programas y acciones pedagógicas y de seguimiento para capacitar alcaldías, gobernaciones y participantes de los espacios territoriales de articulación definidos por Mesa Técnica Nacional de Compras Públicas Locales de Alimentos, así como a pequeños productores y productores de la Agricultura Campesina, Familiar o Comunitaria y organizaciones en los diferentes ejes temáticos indicados en la norma. 
Sin embargo, la mayor pretensión de esta Ley fue lo regulado en el artículo 7, el cual estable los porcentajes mínimos de compra local a pequeños productores y productores de la agricultura campesina, familiar y comunitaria. En tal sentido, establece las siguientes reglas: 

[bookmark: 7]ARTÍCULO 7o. PORCENTAJES MÍNIMOS DE COMPRA LOCAL A PEQUEÑOS PRODUCTORES Y PRODUCTORES DE LA AGRICULTURA CAMPESINA, FAMILIAR Y COMUNITARIA. <1> A partir de la entrada en vigencia de la presente ley:
a) Las Entidades a que hace referencia el artículo 3 de la presente ley, que contraten con recursos públicos la adquisición, suministro y entrega de alimentos en cualquiera de sus modalidades de atención, están en la obligación de adquirir localmente alimentos comprados a pequeños productores agropecuarios locales y/o a productores de la Agricultura Campesina, Familiar o Comunitaria<1> locales y sus organizaciones en un porcentaje mínimo del 30% del valor total de los recursos del presupuesto de cada entidad destinados a la compra de alimentos.
Cuando la oferta de alimentos producidos por pequeños productores y/o productores de la Agricultura Campesina, Familiar o Comunitaria<1> local sea inferior al porcentaje mínimo de que trata el presente literal, las entidades deberán informar de dicha situación a la Mesa Técnica Nacional de Compras Públicas quien certificará dicha situación y realizará las gestiones necesarias para otorgar un listado de pequeños productores y/o productores de la Agricultura Campesina, Familiar o Comunitaria<1> no locales a quienes puede acudir para suplir el porcentaje restante.
b) Las entidades compradoras de alimentos a que hace referencia el artículo 3º deberán establecer en sus pliegos de condiciones un puntaje mínimo del 10% de los puntos asignables a la calificación de las propuestas, los cuales serán asignados proporcionalmente a aquellos proponentes que se obliguen a adquirir productos provenientes de pequeños productores agropecuarios locales y/o a productores de la Agricultura Campesina, Familiar o Comunitaria<1> locales y sus organizaciones, en una proporción mayor al mínimo exigido por la entidad contratante.
Estas entidades establecerán en todos los documentos de sus procesos de contratación, que el puntaje obtenido por los oferentes en virtud del porcentaje de compras públicas locales a pequeños productores agropecuarios y/o a productores de la Agricultura Campesina, Familiar o Comunitaria<1> y sus organizaciones a que se comprometen será tenido en cuenta como factor de desempate entre propuestas que obtengan el mismo puntaje total de calificación.
c) Todas las entidades a que se refiere el presente artículo, incluirán en sus contratos la obligación por parte de sus contratistas que ejecuten u operen los programas institucionales en que se adquieran alimentos, la obligación de estos de participar en los espacios de articulación que se definan por parte de la Mesa Técnica Nacional de Compras Públicas Locales de Alimentos y de participar en su rol de compradores de alimentos o de sus materias primas, en las ruedas de negocios que se realicen en virtud de lo establecido en la presente ley.
d) La entidad pública establecerá en sus estudios previos, la zona geográfica para la compra pública local de alimentos a pequeños productores agropecuarios y/o a productores de la Agricultura Campesina, Familiar o Comunitaria<1> locales o sus organizaciones, con base en los siguientes criterios: (1) cobertura geográfica de la oferta institucional de la entidad; (2) conectividad vial, circuitos cortos de comercialización, vocación y uso del suelo, disponibilidad de alimentos, la presencia de pequeños productores agropecuarios y productores de la Agricultura Campesina, Familiar o Comunitaria<1> locales o sus organizaciones identificados y las características de los productos demandados.

Este artículo establece un marco normativo para garantizar la participación de pequeños productores agropecuarios y de la Agricultura Campesina, Familiar y Comunitaria en los procesos de contratación pública de alimentos. En primer lugar, fija un porcentaje mínimo obligatorio del 30% de compra local con cargo al presupuesto destinado a la adquisición de alimentos. Si la oferta local no alcanza ese porcentaje, la entidad debe informar a la Mesa Técnica Nacional de Compras Públicas, la cual certificará la insuficiencia y gestionará un listado de productores no locales para suplir el faltante, asegurando así la continuidad del abastecimiento y el cumplimiento del mandato legal.
En segundo lugar, el artículo incorpora un criterio de evaluación obligatorio en los pliegos de condiciones, cuyo factor de selección no solo sea el precio, consistente en la asignación de un puntaje mínimo equivalente al diez por ciento (10%) de la calificación total de las propuestas. Dicho puntaje no se concede de manera automática ni uniforme a todos los oferentes, sino que se distribuye de forma proporcional en función del nivel de compromiso que cada proponente asuma respecto de la adquisición de productos provenientes de pequeños productores agropecuarios locales y/o de la Agricultura Campesina, Familiar y Comunitaria. De esta manera, el sistema de evaluación se convierte en un mecanismo de incentivo que premia gradualmente a quienes superan el umbral mínimo exigido por la entidad contratante, garantizando que el reconocimiento en la calificación refleje el esfuerzo real de inclusión de pequeños productores.
En este contexto, la proporcionalidad aplica bajo tres reglas fundamentales: i) la entidad contratante debe fijar en sus pliegos un porcentaje mínimo de participación de pequeños productores en la provisión de alimentos, el cual constituye el umbral obligatorio que todos los oferentes deben cumplir; ii) únicamente aquellos proponentes que se comprometan a superar dicho mínimo obtendrán puntos adicionales dentro de la evaluación de la oferta, lo que asegura que el beneficio se otorgue a quienes demuestran un compromiso superior al estándar; y iii) el puntaje equivalente al 10% del total asignable se reparte de manera proporcional, de modo que a mayor porcentaje de productos adquiridos a pequeños productores, mayor será la cantidad de puntos obtenidos, hasta alcanzar el máximo previsto. Este diseño normativo garantiza transparencia, equidad y eficacia en la evaluación, al tiempo que fortalece la política pública de compras locales como instrumento de desarrollo económico y social. Para entender un poco más sobre este porcentaje y la forma de acreditación es necesario acudir a su decreto reglamentario, que se explica más adelante. 
Finalmente, el artículo dispone obligaciones complementarias: los contratistas deben participar en espacios de articulación y ruedas de negocios organizados por la Mesa Técnica Nacional, y las entidades públicas deben definir la zona geográfica de compra local en sus estudios previos, considerando criterios como conectividad vial, vocación del suelo, disponibilidad de alimentos y presencia de pequeños productores. Con ello, se busca consolidar circuitos cortos de comercialización, fortalecer la economía campesina y garantizar que la contratación pública se convierta en un instrumento de desarrollo territorial sostenible.
Seguidamente, los demás artículos de la Ley 2046 de 2020 tratan temas varios como: i) diseño y adecuación de minutas alimentarias y menú –artículo 8–, ii) especificaciones técnicas de los productos –artículo 9–, iii) pago de las compras realizadas a productores de la agricultura campesina, familiar y comunitaria –artículo 10–, iv) sistema público de información alimentaria de pequeños productores locales y de productores de la agricultura campesina, familiar y comunitaria y sus organizaciones –artículo 11–, v) informes de cumplimiento al Congreso de la República –artículo 12– y vi) mecanismos de monitoreo y vigilancia –artículo 13–.

ii. En el marco de la Ley 2046 de 2020, se expidió el Decreto 248 del 9 de marzo de 2021, “Por el cual se adiciona la Parte 20 al Libro 2 del Decreto 1071 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo Agropecuario, Pesquero y de Desarrollo Rural, relacionado con las compras públicas de alimentos”. En la memoria justificativa de este decreto se expresó: 

“La importancia de las compras públicas locales para el desarrollo territorial fue también resaltada en la Reforma Rural Integral –RRI, planteada en el Acuerdo Final Para la Terminación del Conflicto y Construcción de una Paz Estable y Duradera suscrito entre el Gobierno Nacional y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia –FARC. En la RRI, en su numeral 1.3.3.4. plantea la formulación e implementación del Plan Nacional para la Promoción de la Comercialización de la Producción de la Economía Campesina, Familiar y Comunitaria, que contiene, una seria de medidas para estimular el mercadeo de los productos campesinos, ordenando entre otras, el diseño e implementación progresiva de un mecanismo de compras públicas para atender la demanda de las entidades y programas institucionales, que de manera descentralizada, que fomente la producción local para apoyar la comercialización y absorción de la producción de la economía campesina familiar y comunitaria”. 

	Este reglamento adiciona la Parte 20 del Libro 2 del Decreto 1071 de 2015, el cual desarrolla el sistema de compra pública de alimentos. También detalla varios aspectos como las definiciones, el mínimo de compras públicas de alimentos y suministros, los puntajes adicionales obligatorios dentro de los procesos de contratación y los puntajes adicionales facultativos, entre otros.
 	Dentro de estas reglas, es importante señalar que el artículo 2.20.1.1.3. del Decreto 1071 de 2015 dispuso que las Entidades Públicas del nivel nacional, departamental, distrital, municipal, sociedades de economía mixta, y entidades privadas que manejen recursos públicos y operen en el territorio nacional, que contraten, bajo cualquier modalidad de selección, con recursos públicos la adquisición, suministro y entrega de alimentos en cualquiera de sus formas de atención, están en el deber de adquirir alimentos comprados a pequeños productores agropecuarios locales y/o a productores de la Agricultura Campesina, Familiar o Comunitaria locales y sus organizaciones, en un porcentaje mínimo del treinta por ciento (30%) del valor total de los recursos del presupuesto de cada entidad destinados a la compra de alimentos. 
Asimismo, dispone que en el evento que la oferta de alimentos producidos por pequeños productores y/o productores de la Agricultura Campesina, Familiar o Comunitaria local sea inferior al treinta por ciento (30%), las entidades deben informar de esta situación a la Secretaría Técnica de la Mesa Técnica Nacional de Compras Públicas Locales en el término máximo de cinco (5) días hábiles siguientes una vez advertida la situación. Una vez recibida la comunicación, la Secretaría Técnica dispone de un plazo de cinco (5) días hábiles para adelantar las gestiones necesarias y remitir a la entidad un listado de pequeños productores y/o productores de la Agricultura Campesina, Familiar o Comunitaria no locales que permitan suplir el porcentaje faltante. Este procedimiento asegura que, aun cuando la oferta local sea insuficiente, se mantenga la prioridad de vinculación de pequeños productores dentro de la cadena de abastecimiento público. 
En este contexto, la identificación de los pequeños productores no puede quedar a la libre gestión del contratista, pues corresponde a la entidad contratante verificar el cumplimiento de los porcentajes mínimos exigidos por la norma y orientar el proceso de abastecimiento con base en los registros oficiales y en lo definido por la Mesa Técnica. Esta responsabilidad se refuerza cuando la oferta local resulta insuficiente, ya que la entidad debe garantizar que la obligación legal de inclusión de pequeños productores se cumpla de manera efectiva, trazable y conforme al procedimiento previsto. 
	Teniendo en cuenta esta promoción de compra pública de alimentos, el artículo 2.20.1.1.4. regula el contrato de promesa de proveeduría[footnoteRef:1]. La norma prescribe que las entidades que contraten con recursos públicos la adquisición, suministro y entrega de alimentos en cualquiera de sus modalidades de atención, deben solicitar a los proponentes en el pliego de condiciones, una promesa de contrato de proveeduría con los pequeños productores agropecuarios locales y/o productores de la Agricultura Campesina, Familiar y Comunitaria locales y sus organizaciones, que se encuentren en el registro de productores individuales y/u organizaciones de productores consolidado por las secretarías departamentales de agricultura o quien haga sus veces, o en el Sistema Público de Información Alimentaria una vez entre en operación. La promesa de contrato de proveeduría debe constar por escrito. En tal sentido, este artículo dispone que cuando se presenta la promesa de contrato de proveeduría, la entidad debe verificar que el contrato de proveeduría se haya celebrado con los pequeños productores y/o productores de la Agricultura Campesina, Familiar o Comunitaria locales y sus organizaciones. [1:  Artículo 2.20.1.1.4. Promesa de contrato de proveeduría. Las entidades que contraten con recursos públicos la adquisición, suministro y entrega de alimentos en cualquiera de sus modalidades de atención, solicitarán a los proponentes en el pliego de condiciones, una promesa de contrato de proveeduría con los pequeños productores agropecuarios locales y/o productores de la Agricultura Campesina, Familiar y Comunitaria locales y sus organizaciones, que se encuentren en el registro de productores individuales y/u organizaciones de productores consolidado por las secretarías departamentales de agricultura o quien haga sus veces, o en el Sistema Público de Información Alimentaria una vez entre en operación, dando cumplimiento a la normatividad de protección de datos personales vigente.
La promesa de contrato de proveeduría de que trata el presente artículo deberá constar por escrito y tener como mínimo el siguiente contenido: identificación del productor y del oferente, producto y variedad(es) del producto agropecuario que se requiere, cantidad (unidades o peso), de compra del proponente .al productor, fecha y lugar de entrega de los productos agropecuarios; condiciones de embalaje o empaque de estos; y la intención de la compra de productos agropecuarios.
Parágrafo. En caso de presentarse promesa de contrato de proveeduría, la entidad contratante deberá verificar como requisito de ejecución que el contratista haya celebrado el contrato de proveeduría con los pequeños productores y/o productores de la Agricultura Campesina, Familiar o Comunitaria locales y sus organizaciones».] 

	Para entender si este contrato de promesa de proveeduría es un requisito habilitante o un factor de evaluación dentro de las diferentes modalidades contractuales, es necesaria una interpretación sistemática[footnoteRef:2] con el artículo 2.20.1.2.3 ibidem que establece uno de los puntajes adicionales que se regulan en este Decreto, cuyo tenor literal prescribe lo siguiente:  [2:  Riccardo Guastini señala sobre la interpretación sistemática lo siguiente: «Grosso modo, se llama sistemática toda interpretación que deduzca el significado de una disposición de su colocación en el “sistema” del derecho: unas veces en el sistema jurídico en su conjunto, más frecuentemente, en su subsistema del sistema jurídico total, es decir, en el conjunto de disposiciones que disciplinan una determinada materia o una determinada institución. El sistema jurídico y los subsistemas que lo componen se conciben generalmente como conjuntos de normas coherentes (carentes de contradicciones o antinomias) y completos (carentes de lagunas). 
En la práctica, se hace interpretación sistemática siempre que, para decidir el significado de una disposición, no se atiende a la disposición aisladamente considerada, sino al contexto en el que esté situada. Tal contexto puede ser más o menos amplio: los demás apartados de un mismo artículo, el resto de los artículos en una misma ley, hasta llegar incluso a la totalidad de las disposiciones que componen el sistema jurídico” (GUASTINI, Riccardo. Estudios sobre la interpretación jurídica. México: UNAM, 1999. p. 43).  ] 


Las entidades públicas del nivel nacional, departamental, distrital, municipal, sociedades de economía mixta, y entidades privadas que manejen recursos públicos y operen en el territorio nacional, que contraten, bajo cualquier modalidad, con recursos públicos la adquisición, suministro y entrega de alimentos en cualquiera de sus formas de atención, asignarán un puntaje mínimo del 10% del total de los puntos, en las modalidades de selección previstas en el artículo 2° de la Ley 1150 de 2007, en las que se otorguen puntajes a los oferentes dentro de sus procedimientos, adicional a los puntajes de los artículos 2.20.1.2.1 y 2.20.1.2.2 del presente Título, los cuales serán asignados proporcionalmente a los oferentes que presenten promesas de contrato de proveeduría comprometiéndose con la entidad a adquirir productos provenientes de pequeños productores locales o productores locales de la Agricultura Campesina, Familiar o Comunitaria y/o sus organizaciones, en una proporción mayor al mínimo exigido por la entidad contratante. (Énfasis fuera de texto) 

	A partir de la interpretación del Decreto 248 de 2021, que modifica el Decreto 1071 de 2015, se deriva que el contrato de promesa de proveeduría tiene una naturaleza dual, pues no solo es un requisito habilitante en los procesos para la adquisición, suministro y entrega de alimentos, sino que también es documento necesario para acreditar uno de los puntajes adicionales previstos en el reglamento citado. Por un lado, de acuerdo con el artículo 2.20.1.1.4, la suscripción de este contrato debe solicitarse a los proponentes en el pliego de condiciones, por lo que resulta una exigencia obligatoria del procedimiento de contratación. Incluso, una vez adjudicado, “[…] la entidad contratante deberá verificar como requisito de ejecución que el contratista haya celebrado el contrato de proveeduría con los pequeños productores y/o productores de la Agricultura Campesina, Familiar o Comunitaria locales y sus organizaciones”. Esto es congruente con el artículo 7 de la Ley 2046 de 2021 y el artículo 2.20.1.1.3. del Decreto 1071 de 2015, en la medida que un porcentaje mínimo del treinta por ciento (30%) del valor total de los recursos del presupuesto de cada entidad deben destinarse a la compra de alimentos a los sujetos mencionados.
[bookmark: _Hlk103351152]Por otra parte, también la promesa de proveeduría es un documento necesario para acreditar un factor de evaluación. Lo anterior en la media que el reglamento otorga un puntaje mínimo del 10% del total de los puntos, los cuales son asignados proporcionalmente a los proveedores que presenten este tipo de contratos comprometiéndose con las entidades públicas con la adquisición de productos provenientes de pequeños productores locales o productores locales de la agricultura campesina, familiar o comunitaria y/o sus organizaciones, en una proporción mayor al mínimo exigido por la entidad. Dicho puntaje, como lo dispone el artículo 7 de la Ley 2026 de 2020, se otorga de manera proporcional en función del grado de compromiso asumido por el proponente, incentivando así la inclusión efectiva de pequeños productores más allá del umbral obligatorio.
En este sentido, la promesa de proveeduría cumple un doble propósito: por un lado, garantiza la trazabilidad y la formalización del compromiso de los oferentes con la política pública de compras locales; y por otro, actúa como un mecanismo de diferenciación en la evaluación de las propuestas, al premiar con mayor puntaje a quienes demuestran un esfuerzo superior en la adquisición de productos de origen campesino y comunitario. 
	Para efectos del artículo 2.20.1.2.3 del Decreto 1071 de 2015, el puntaje mínimo del 10% del total de los puntos que debe asignarse a los oferentes que presenten promesas de contrato de proveeduría comprometiéndose con la entidad a adquirir productos provenientes de pequeños productores locales o productores locales de la Agricultura Campesina, Familiar o Comunitaria y/o sus organizaciones, en una proporción mayor al mínimo exigido por la entidad. Esto significa que no podrán beneficiarse del puntaje adicional quienes presenten contratos de proveeduría por debajo del mínimo previsto en el pliego de condiciones, de manera que únicamente se asignará a quienes superen la proporción exigida en los documentos del proceso.

iii. El pliego de condiciones es la hoja de ruta o plan sobre el cual se diseña, estructura y concreta el procedimiento de selección de contratistas. El mismo ha sido definido como un “acto jurídico mixto, que nace como un acto administrativo de contenido general y que, con la adjudicación y suscripción del contrato estatal, algunos de sus contenidos se transforman para incorporarse al texto del negocio jurídico y, por consiguiente, se convierten en cláusulas vinculantes del mismo”. En este sentido, en el marco de su discrecionalidad, cada entidad debe establecer la forma cómo se estructura el pliego de condiciones, el cual está condicionado a la proporcionalidad de las decisiones que toma en aras de garantizar la pluralidad de oferentes y la selección objetiva. En este escenario, el pliego de condiciones de un proceso que se relaciona con la compra y distribución de alimentos debe tener en cuenta la regla dispuesta del artículo 7 de la Ley 2046 de 2020, así como lo reglamentado en el Decreto 248 de 2021 que adiciona el Decreto 1071 de 2015. 
	Ahora bien, debe tenerse presente que dicho puntaje únicamente resulta aplicable en modalidades de selección competitivas que se caractericen porque el factor de escogencia no se limita exclusivamente al precio. En este aspecto, en procesos como la mínima cuantía y la selección abreviada mediante subasta inversa como procesos competitivos, el criterio de evaluación es estrictamente económico, pues la norma establece que el único factor determinante es el menor precio ofertado. Así lo ha señalado el Concepto C-391 de 2026, al precisar que la mínima cuantía se caracteriza por excluir cualquier otro criterio de ponderación, razón por la cual la promesa de contrato de proveeduría no puede aplicar como elemento de evaluación, sino únicamente como requisito habilitante para acreditar la capacidad del oferente. 
	En aquellos procesos de contratación en los que resulte exigible la aplicación de los porcentajes mínimos de evaluación previstos en el artículo 7 de la Ley 2046 de 2020 y en el Decreto 1071 de 2015 —adicionado por el Decreto 248 de 2021—, la omisión de tales parámetros en los pliegos de condiciones ya sea como requisitos habilitantes o como criterios de evaluación, configura un desconocimiento directo de la normativa aplicable. Esta irregularidad debe ser advertida oportunamente por los terceros interesados, bien en la etapa de proyecto de pliego de condiciones, mediante observaciones formales, o en la fase de publicación definitiva, a través de las observaciones que den lugar a la expedición de adendas correctivas.
La inobservancia de estas reglas implica un quebrantamiento de las metodologías de evaluación previstas por el legislador, lo cual vulnera el mandato de proporcionalidad y afecta de manera sustancial la validez del procedimiento de selección. En efecto, la omisión de criterios obligatorios de evaluación desconoce principios superiores como la transparencia y la selección objetiva, pilares de la contratación estatal, y genera un riesgo de nulidad del proceso por contravención de normas imperativas de derecho público. En este sentido, el pliego de condiciones podría ser objeto de demanda ante la jurisdicción contencioso-administrativa, en tanto constituye el acto administrativo general que fija las condiciones del proceso de contratación. 
Particularmente, frente al pliego de condiciones, el Consejo de Estado ha señalado que este es un acto administrativo de carácter definitivo que contiene tanto reglas generales que guían el proceso de selección, así como condiciones propias del negocio jurídico que se espera celebrar. En ese sentido, es un acto que está llamado a establecer el objeto y las condiciones que guían el negocio jurídico[footnoteRef:3] y por la diversidad de aspectos que regula, se convierte en un acto que no sólo estructura un aspecto netamente contractual, en el marco de reglas y principios del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, sino que también que constituye un “eje de la decisión pública”, en la medida en que debe estar sustentado en la realización de los fines que persigue la contratación estatal.  [3:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Subsección A. Sentencia de única instancia de 27 de octubre de 2023. Exp. 60291. C.P. José Roberto Sáchica Méndez. ] 

La Sección Tercera del Consejo de Estado[footnoteRef:4], ha señalado que los pliegos de condiciones son actos administrativos susceptibles de ser objeto de control a través del medio de control de simple nulidad o nulidad y restablecimiento del derecho. En tal sentido, se sostiene que la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo tiene plena competencia para pronunciarse frente la legalidad del acto administrativo que contiene el pliego de condiciones, en la medida en que este acto, comprende “una triple función disciplinar” pues prevé los lineamientos para la escogencia del contratista, la ejecución contractual y la interpretación del contrato, decisiones de fondo que tienen incidencia directa tanto en el proceso de selección como en la ejecución del contrato.  [4:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera, Subsección A. Sentencia de 18 de noviembre de 2024. Exp. 66750. C.P. María Adriana Marín. ] 

Frente al medio de control para enjuiciar la legalidad del pliego de condiciones, esta sentencia reitera que también es procedente el medio de control de simple nulidad, lo que lo diferencia de los actos administrativos de adjudicación o de declaración de desierta, frente a los cuales la Sección Tercera ha establecido que solo procede el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho[footnoteRef:5]. Particularmente, en auto del 3 de septiembre de 2025[footnoteRef:6], la subsección B de la Sección Tercera, aclaró que el criterio jurisprudencial mayoritario de la Corporación “ha establecido que los pliegos de condiciones son pasibles de control jurisdiccional a través del medio de control de nulidad simple”[footnoteRef:7]. En esa misma línea, ha recalcado que los pliegos de condiciones no constituyen simples decisiones de impulso de la actividad precontractual, habida cuenta de que contienen determinaciones sustanciales y de alcance general en relación con el procedimiento de selección. Si bien no ponen fin al procedimiento precontractual, se considera que hacen parte de la etapa precontractual, revistiendo efectos definitivos al fijar las reglas de participación y las condiciones del futuro contrato[footnoteRef:8]. En este escenario, si aún no se ha adjudicado el contrato, la acción procedente sería la demanda de nulidad simple contra el pliego, por desconocimiento de la Ley 2046 de 2020 y el Decreto 248 de 2021 que adiciona el Decreto 1071 de 2015.  [5:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Subsección B. Sentencia de única instancia de 19 de agosto de 2025. Exp. 66.633. C.P. (E.) Fredy Ibarra Martínez y Sección Tercera, Subsección B, auto del 26 de marzo de 2025, expediente 71.869, M. P.  Fredy Ibarra Martínez.  ]  [6:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Subsección B. Auto de 3 de septiembre de 2025. Exp. 72.599. C.P. Fredy Ibarra Martínez. ]  [7:  Para estos efectos, se citan las siguientes sentencias: Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, sentencia del 14 de febrero de 2012, expediente no. 11001-03-26-000-2010-00036-01 (IJ), CP Jaime Orlando Santofimio Gamboa; Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 30 de noviembre de 2006, expediente no. 18.059, CP Alier E. Hernández Enríquez; Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 30 de noviembre de 2023, expediente no. 69.108, CP Fredy Ibarra Martínez. ]  [8:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Subsección A. Sentencia de segunda instancia de 19 de mayo de 2025. Exp. 69.503. C.P. José Roberto Sáchica Méndez. ] 

Si el proceso ya ha culminado con el respectivo acto de adjudicación, la omisión de la proporcionalidad en la asignación de puntajes puede configurar una causal de nulidad del acto de adjudicación, al tratarse de un acto administrativo que decide la selección del contratista con base en criterios que son contrarios al ordenamiento jurídico. En este caso, aplica en principio la nulidad y restablecimiento del derecho contemplada en el artículo 138 de la Ley 1437 de 2011[footnoteRef:9] permitiría cuestionar la legalidad del acto de adjudicación, alegando la violación de normas superiores que regulan la contratación estatal y la afectación del principio de selección objetiva. [9: Artículo 138. Nulidad y Restablecimiento del Derecho. Toda persona que se crea lesionada en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la nulidad del acto administrativo particular, expreso o presunto, y se le restablezca el derecho; también podrá solicitar que se le repare el daño. La nulidad procederá por las mismas causales establecidas en el inciso segundo del artículo anterior.
Igualmente podrá pretenderse la nulidad del acto administrativo general y pedirse el restablecimiento del derecho directamente violado por este al particular demandante o la reparación del daño causado a dicho particular por el mismo, siempre y cuando la demanda se presente en tiempo, esto es, dentro de los cuatro (4) meses siguientes a su publicación. Si existe un acto intermedio, de ejecución o cumplimiento del acto general, el término anterior se contará a partir de la notificación de aquel.] 

Finalmente, si el contrato ya se encuentra perfeccionado, la irregularidad en la metodología de evaluación puede dar lugar a la nulidad absoluta del contrato, en aplicación de lo previsto en una de las casuales previstas en artículo 44 de la Ley 80 de 1993[footnoteRef:10], y en las demás causales dispuestas en normas civiles y comerciales. En este escenario, debe acudirse al medio de control de controversias contractuales[footnoteRef:11], siendo el mecanismo idóneo para restablecer la legalidad, pues la omisión de la proporcionalidad en la asignación de puntajes no solo afecta la validez del procedimiento de selección, sino que también compromete la validez del contrato mismo, al haberse celebrado con desconocimiento de la regla obligatoria contemplada en el artículo 7 de la Ley 2046 de 2020 y en el Decreto 248 de 2021 que adiciona el Decreto 1071 de 2015.  [10:  ARTÍCULO 44. DE LAS CAUSALES DE NULIDAD ABSOLUTA. Los contratos del Estado son absolutamente nulos en los casos previstos en el derecho común y además cuando:
1o. Se celebren con personas incursas en causales de inhabilidad o incompatibilidad previstas en la Constitución y la ley;
2o. Se celebren contra expresa prohibición constitucional o legal;
3o. Se celebren con abuso o desviación de poder;
4o. Se declaren nulos los actos administrativos en que se fundamenten; y
 
5o. Se hubieren celebrado con desconocimiento de los criterios previstos en el artículo 21 sobre tratamiento de ofertas nacionales y extranjeras o con violación de la reciprocidad de que trata esta ley.]  [11:  ARTÍCULO 141. CONTROVERSIAS CONTRACTUALES. Cualquiera de las partes de un contrato del Estado podrá pedir que se declare su existencia o su nulidad, que se ordene su revisión, que se declare su incumplimiento, que se declare la nulidad de los actos administrativos contractuales, que se condene al responsable a indemnizar los perjuicios, y que se hagan otras declaraciones y condenas. Así mismo, el interesado podrá solicitar la liquidación judicial del contrato cuando esta no se haya logrado de mutuo acuerdo y la entidad estatal no lo haya liquidado unilateralmente dentro de los dos (2) meses siguientes al vencimiento del plazo convenido para liquidar de mutuo acuerdo o, en su defecto, del término establecido por la ley.
Los actos proferidos antes de la celebración del contrato, con ocasión de la actividad contractual, podrán demandarse en los términos de los artículos 137 y 138 de este Código, según el caso […]. 
] 


iv. Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos debe realizarse por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Dentro de este marco, la entidad pública definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.

IV. Referencias normativas:

	· Constitución Política, artículos 64 y 65.
· Ley 1437 de 2011, artículo 137, 138 y 141. 
· Ley 1955 de 2019: Artículo 229 
· Ley 2046 de 2020: Artículos 1 2,3, 4, 5, 7, 8, 9, 10, 11,12 y 13 
· Decreto 248 de 2021. 
· Decreto 1071 de 2015, artículos 2.20.1.2.1, 2.20.1.2.2 y 2.20.1.2.3
· Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.2.1.5.2. 



V. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente se pronunció esta Subdirección en los conceptos la promoción de las compras públicas de alimentos y los incentivos contractuales en los conceptos C-301 de 19 de junio de 2022 y C-810 del 25 de noviembre de 2022, C-410 del 6 de octubre de 2023, C-077 del 26 de abril de 2024, C-1657 del 19 de diciembre de 2025, C-1664 del 20 de diciembre de 2026, C-237 del 27 de marzo de 2026, 281 del 5 de abril de 2026, C-391 del 27 de abril de 2026, entre otros. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual, accede a través del siguiente enlace:
https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos. 

Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion

De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026

Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026,dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026

Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica

Aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce
        
Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
[image: Texto
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